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1. INTRODUCCIÓN

Es de señalarse que la Victimología ha estado
acompañada de una gran polémica.  A nivel mundial
se discute si es una rama autónoma, o si más bien
forma parte de la psicología jurídica, de la
criminología o de la medicina forense; sin
embargo, en México, los motivos que causaron la
reforma al artículo 20 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, fueron los
fuertes reclamos por parte de agrupaciones civiles
que clamaban porque la justicia volteara sus ojos a
la víctima del delito, a fin de incluirla y respetarla
como parte del proceso penal. En  algunos
extremos, incluso se reclamaba lo que se llamaba
el exceso de protección a los derechos de los

delincuentes, en comparación con los nulos
derechos reconocidos a las víctimas de los
delitos.

Tanto el derecho penal como la criminología han
tratado tangencialmente a la víctima, pero ni el
primero ni la segunda fueron hechos para estudiarla,
para ayudarla, "carecen ambos de interés real por
el problema de la víctima".1

Si bien es cierto que los delincuentes merecen un
trato digno a pesar de su conducta reprochable,
también es verdad que, la persecución del delito
no puede dejar en segundo término la atención
que merece la víctima.

La presencia significativa del fenómeno de la
corrupción y la penetración de grupos
delincuenciales en las instituciones de seguridad,
así como el crecimiento desbordado de la
impunidad son el reflejo de una sociedad en
descomposición; sin duda alguna, la prevención del
delito, el combate a la corrupción y una eficiente
procuración e impartición de justicia en los últimos
años, se han convertido en una aspiración casi
imposible que ha generado la desconfianza de la
sociedad y su distanciamiento de las instituciones
del Estado mexicano, lo anterior derivado del abuso
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de poder y de las inadecuadas prácticas
administrativas por parte de los servidores públicos
encargados de hacer cumplir la ley.

Muchos son los efectos que origina el delito en la
integridad de las víctimas, los daños causados
pueden ser físicos, emocionales y materiales, pero
uno de los más nocivos es el miedo que provoca
en la sociedad, el cual se refleja tanto en el
desarrollo económico del país, generando
desconfianza en los capitales y desincentivando su
inversión, así como el temor que genera un clima
de violencia que va mermando la tranquilidad de
las familias y de la comunidad en su conjunto.
Luego entonces, el combate frontal a la
delincuencia y la protección a las víctimas
representa una dicotomía indisoluble que el
Estado mexicano debe atender.

En este contexto, si la seguridad pública es una
actividad inacabada, el respeto a los derechos
fundamentales de las víctimas debe constituir por
tanto, un elemento primordial para consolidar y
garantizar un mejor ejercicio de los derechos
humanos en un estado democrático, lo cual implica
identificar sus necesidades reales a fin de que se
establezcan las bases y medidas legales y
administrativas necesarias para su adecuada y
oportuna atención sin más limitaciones que las
establecidas en la ley.

Para la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, así como para las Comisiones de
Derechos Humanos de los estados no es ajeno
que las víctimas, durante muchos años, han sido
objeto del olvido institucional a tal grado que en
ciertos momentos no solamente han quedado
fuera de la protección del Estado  sino peor aún,
sujetas a su indiferencia, situación que en un estado
de derecho y por humanidad no puede tolerarse;
ya que el impacto de la victimización puede
provocar daños severos que en muchas ocasiones
son de difícil o imposible reparación.

Como lo han señalado especialistas en la materia,
en el procedimiento penal mexicano la víctima
padece una cruda realidad, se le da el tratamiento
como si fuese un tercero o extraño al problema,
se le niegan informes, no se le permite intervenir
en el desarrollo del procedimiento convirtiéndose
en un simple espectador y algo más que

impertinente para los funcionarios judiciales. A
pesar de esta situación, el reconocimiento actual
de sus derechos y el fortalecimiento de la posición
de las víctimas en los campos del proceso penal y
de los derechos humanos, es producto de seis
décadas de trabajo en el estudio de los derechos
fundamentales y las ciencias penales, dentro de las
cuales, la victimología se ha forjado un lugar propio.

En el ámbito internacional la Declaración sobre
los Principios Fundamentales de Justicia para las
Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, adoptada
el 29 de noviembre de 1985, como resultado de
los debates del Octavo Congreso de las Naciones
Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento
del Delincuente, así como los trabajos realizados
en el seno de la Comisión de Derechos Humanos
de Naciones Unidas en torno a los principios y
directrices básicos sobre el derecho de las víctimas,
de las normas internacionales de derechos
humanos y del derecho internacional humanitario,
a interponer recursos y obtener reparaciones,
reflejan la preocupación por el respeto de los
derechos fundamentales de las víctimas y su efectivo
acceso a la jurisdicción nacional e internacional.

Finalmente, es de comentarse que la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos juega un papel
especial en la defensa de los derechos de las
víctimas, ya que ante el abandono en el que se
encuentran, la confianza en esta institución ha
crecido.

2. MARCO LEGAL

a) Federal

1. La Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en el artículo 20, apartado
B, establece los derechos de la víctima u
ofendido, los cuales a saber son: recibir asesoría
jurídica; ser informada de los derechos que en
su favor establece la Constitución y del
desarrollo del procedimiento penal; coadyuvar
con el Ministerio Público; a que se le reciban
todos los datos o elementos de prueba con los
que cuente, tanto en la averiguación previa
como en el proceso y a que se desahoguen las
diligencias correspondientes; asimismo, a
recibir desde la comisión del delito atención
médica y psicológica de urgencia.
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De igual manera tiene derecho a que se le
repare el daño y, en los casos en que sea
procedente, el Ministerio Público estará
obligado a solicitarla y el juzgador no podrá
absolver al sentenciado de dicha reparación si
ha emitido una sentencia condenatoria.
También señala que la ley fijará procedimientos
ágiles para ejecutar las sentencias en materia
de reparación del daño y, además cuando la
víctima o el ofendido sean menores de edad
no estarán obligados a carearse con el inculpado
en caso de violación o secuestropor último a
solicitar las medidas y providencias que prevea
la ley para su seguridad y auxilio.

2. El Código Federal de Procedimientos
Penales en su artículo 141 refiere los derechos
de las víctimas u ofendidos del delito en el
procedimiento penal, tomando como referencia
a los establecidos en la Constitución: recibir
asesoría jurídica y ser informada, cuando lo
solicite, del desarrollo de la averiguación previa
o del proceso; coadyuvar con el Ministerio
Público; estar presente en el desarrollo de todos
los actos procesales en los que el inculpado
tenga este derecho; recibir la asistencia médica
de urgencia y psicológica cuando lo requiera; y
los demás que señalen las leyes.

En virtud de lo anterior, podrán proporcionar
al Ministerio Público o al juzgador, directamente
o por medio de aquel, todos los datos o
elementos de prueba con que cuenten, que
conduzcan a acreditar los elementos del tipo
penal y a establecer la probable o plena
responsabilidad del inculpado, según el caso, y
la procedencia y monto de la reparación del
daño.

En todo caso, el juez, de oficio, mandará citar
a la víctima o al ofendido por el delito para que
comparezcan por sí o por su representante
designado en el proceso, a manifestar en este
lo que a su derecho convenga respecto a lo
previsto en este artículo.

3. La Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, publicada en el Diario Oficial
de la Federación de 30 de noviembre de
2000, en el artículo 30 bis, fracción XVI,

establece como imperativo para la Secretaría
de Seguridad Pública el organizar, dirigir y
administrar un servicio para la atención a las
víctimas del delito y celebrar acuerdos de
colaboración con otras instituciones del sector
público y privado para el mejor cumplimento
de esta atribución.

4. La Ley General que Establece las Bases
de Coordinación del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, publicada en el Diario
Oficial de la Federación de 11 de diciembre
de 1995, señala que la actuación y formación
de los integrantes de las instituciones policiales
se regirá por los principios de legalidad,
eficiencia, profesionalismo y honradez para lo
cual, las instancias de coordinación del Sistema
Nacional promoverán que en las normas
aplicables se prevean, como mínimo, los
deberes de conducirse siempre con apego al
orden jurídico y respeto a los derechos
humanos, prestar auxilio a las personas
amenazadas por algún peligro o que hayan sido
víctimas de algún delito, así como brindar
protección a sus bienes y derechos (artículos
6º y 22 fracciones I y II).

5. Aunado a lo anterior, el Reglamento
Interior de la Secretaría de Seguridad Pública
Federal, publicado en el Diario Oficial de la
Federación del 6 de febrero de 2001, señala
como atribuciones de la Dirección General de
Servicios a la Comunidad y Participación
Ciudadana, establecer los lineamientos
conforme a las políticas institucionales para
orientar a las víctimas de delitos, sobre los
servicios legales, médicos y psicológicos
necesarios, y canalizarlas a las instituciones
correspondientes para procurar su
restablecimiento (artículo 18 fracción XVII).

6. Por su parte, la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República,
publicada en el Diario Oficial de la Federación
de 27 de diciembre de 2002, en su artículo
4º inciso C) establece como obligación del
Ministerio Público de la Federación, en materia
de atención a víctimas y ofendidos por algún
delito, lo siguiente:
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a) Proporcionar asesoría jurídica a la víctima
u ofendido e informarle de los derechos que
en su favor establece la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y, cuando
lo solicite, sobre el desarrollo del
procedimiento penal;
b) Recibir todos los elementos de prueba
que la víctima u ofendido le aporte en
ejercicio de su derecho de coadyuvancia
para la comprobación del cuerpo del delito
y la probable responsabilidad del inculpado,
así como para determinar, en su caso la
procedencia y monto de la reparación del
daño. Cuando el Ministerio Público de la
Federación considere que no es necesario
el desahogo de la diligencia, deberá fundar
y motivar su negativa;
c) Otorgar las facilidades para identificar al
probable responsable y, en los casos de
delitos contra la l ibertad y normal
desarrollo psicosexual, privación ilegal de
la libertad, o cuando así lo considere
procedente, dictar todas la medidas
necesarias para evitar que se ponga en
peligro la integridad física y psicológica de
la víctima u ofendido;
d) Informar a la víctima u ofendido que desee
otorgar el perdón en los casos procedentes,
el significado y trascendencia jurídica de
dicho acto;
e) Dictar las medidas necesarias y que estén
a su alcance para que la víctima u ofendido
reciba atención médica y psicológica de
urgencia. Cuando el Ministerio Público de
la Federación lo estime necesario, tomará
las medidas conducentes para que la atención
médica y psicológica se haga extensiva a otras
personas;
f) Solicitar a la autoridad, en los casos en
que sea procedente, la reparación del
daño;
g) Informar a la víctima o al ofendido menor
de edad, que no está obligado a carearse
con el inculpado cuando se trate de los
delitos de violación y secuestro. En estos
casos, las declaraciones respectivas se
efectuarán conforme lo establezcan las
disposiciones aplicables;
h) Debiendo además los agentes del
Ministerio Público de la Federación restituir

provisionalmente al ofendido en el goce de
sus derechos, y junto con los agentes de la
policía federal investigadora y de los peritos,
salvaguardar la legalidad, eficiencia,
profesionalismo, honradez, lealtad,
imparcialidad y respeto a los derechos
humanos en el desempeño de su función,
siendo causa de responsabilidad si no lo
cumplen; conducirse siempre con apego al
orden jurídico y respeto a los derechos
humanos, además de prestar auxilio a las
personas que hayan sido víctimas de algún
delito, así como brindar protección a sus
bienes y derechos, cuando resulte
procedente, debiendo ser su actuación
congruente, oportuna y proporcional al
hecho (artículo 54 fracciones I y II);
i) Lo anterior sin perjuicio de que además
le corresponde a la Procuraduría General
de la República fomentar entre los
servidores públicos de la Procuraduría una
cultura de respeto a las garantías individuales
y los derechos humanos que amparan el
orden jurídico mexicano y los tratados
internacionales en que los Estados Unidos
Mexicanos sean parte (artículo 5º, fracción
II, inciso a).

7. El Reglamento de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República,
publicado en el Diario Oficial de la
Federación de 25 de junio de 2003, establece
como facultades de la Dirección General de
Atención a Víctimas del Delito:

a) Proporcionar orientación y asesoría
jurídica a las víctimas y ofendidos por delitos
federales, en coordinación con otras
unidades administrativas competentes;
b) Coordinarse con las áreas competentes
de la institución para promover que se
garantice y haga efectiva la reparación de
los daños y perjuicios de las víctimas y
ofendidos de los delitos federales, de
conformidad con las disposiciones legales
aplicables;
c) Proponer la celebración de convenios con
instituciones de asistencia médica y social,
públicas y privadas, para los efectos del
artículo 20, apartado B, fracción III, de la
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Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos;
d) Canalizar a las víctimas y ofendidos por
los delitos federales, así como a otras
personas cuando resulte necesario, a las
dependencias y entidades que proporcionen
servicios de carácter tutelar, asistencial,
preventivo, médico, psicológico y
educacional vigilando su debida atención;
e) Implementar medidas que faciliten el
avenimiento entre la víctima u ofendido del
delito y el inculpado.

8. Por su parte, la Ley de Asistencia Social,
publicada en el Diario Oficial de la Federación
de 2 de septiembre de 2004, establece una
serie de disposiciones en materia de víctimas
del delito en los siguientes términos:

Señala que la Ley se fundamenta en las
disposiciones que sobre asistencia social
establece la Ley General de Salud, para el
cumplimiento de la misma, garantizando la
concurrencia y colaboración de la Federación,
las Entidades Federativas, el Distrito Federal y
los sectores social y privado (artículo 1º). Tiene
por objeto sentar las bases para lo promoción
de un sistema nacional de asistencia social que
fomente y coordine la prestación de servicios
de asistencia social pública y privada e impulse
la participación de la sociedad en la materia
(artículo 2º), entendiendo como asistencia
social el conjunto de acciones tendentes a
modificar y mejorar las circunstancias de carácter
social que impidan el desarrollo integral del
individuo, así como la protección física, mental
y social de personas en estado de necesidad,
indefensión, desventaja física y mental, hasta
lograr su reincorporación a una vida plena y
productiva.

La asistencia social comprende acciones de
promoción, previsión, protección y
rehabilitación (artículo 3º); tienen derecho a la
asistencia social los individuos y familias que
por sus condiciones físicas, mentales, jurídicas
o socia les requieran de servic ios
especializados para su protección y su plena
integración al bienestar, siendo sujetos de ésta
las víctimas de cualquier tipo de explotación,

tráfico de personas, pornografía y comercio
sexual, conflictos armados y de persecución
étnica o religiosa, lo menores de edad y las
víctimas del delito (artículo 4º fracciones I, II,
III, IV, V, VI y VII).

Le corresponde al Estado mexicano la rectoría
de la asistencia social pública y privada (artículo
5º), proporcionando servicios de esta
naturaleza a través de las dependencias del
ejecutivo federal, formando parte del Sistema
Nacional de Salud los que correspondan a esta
materia, siendo la Secretaría del ramo como
autoridad sanitaria y el Sistema Nacional para
el Desarrollo Integral de la Familia en su carácter
de coordinador del Sistema Nacional de
Asistencia Social, las encargadas de formular las
Normas Oficiales Mexicanas que rijan la
prestación de los servicios de salud en materia
de Asistencia Social.

9. La Norma Oficial Mexicana NOM-190-
SSA1-1999, sobre la Prestación de Servicios
de Salud. Criterios para la atención médica de
la violencia familiar, publicada en el Diario
Oficial de la Federación de 8 de marzo de
2000, señala que con dicha Norma Oficial, el
gobierno de México da cumplimiento a los
compromisos adquiridos en los foros
internacionales en materia de eliminación de
todas las formas de violencia, especialmente la
que ocurre en el seno de la familia y contra la
mujer.

Además de los ordenamientos señalados,
encontramos Acuerdos y Circulares
administrativos destinados a instrumentar las
disposiciones que la Procuraduría General de
la República debe observar en materia de
Atención a Víctimas del Delito, tales como los
siguientes:

10. El Acuerdo número A/018/01 del
Procurador General de la República, por el
que se establecen los lineamientos que deberán
seguir los agentes del Ministerio Público de la
Federación respecto de las garantías de las
víctimas u ofendidos por los delitos, publicado
en el Diario Oficial de la Federación de 30 de
marzo de 2001, el cual regula la obligación del
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Ministerio Público Federal, de dictar todas las
medidas y providencias necesarias para
proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas
de los delitos y garantizar el pleno ejercicio de
los derechos consagrados en el artículo 20,
apartado B de la Constitución General de la
República.

11. El Acuerdo número A/124/04, del
Procurador General de la República, por el
que se crea el Registro Nacional de Víctimas u
Ofendidos del Delito, en la Procuraduría
General de la República, considera que
tratándose de las víctimas u ofendidos del delito,
es necesario definir un sistema de atención en
el que se instrumenten y unifiquen acciones
permanentes en las instituciones encargadas de
la procuración de justicia; como desarrollar,
administrar y operar los servicios de
informática; para instrumentar las políticas,
estrategias y acciones en materia de sistemas
informáticos; así como  para participar en la
emis ión de l ineamientos para la
sistematización y procesamiento de datos, así
como el establecimiento de puntos de enlace
a través de los cuales se realice un ágil y
oportuno intercambio de la información
contenida en las bases de datos.

12. El Acuerdo número A/068/02 del
Procurador General de la República, por el
que se crean las Unidades de Protección a los
Derechos Humanos en las diversas unidades
sustantivas de la Procuraduría General de la
República y se establecen los lineamientos para
la práctica de inspecciones en materia de
Derechos Humanos, considera que los
servidores públicos de la PGR deben velar y
fomentar el respeto a los derechos humanos
que otorga el orden jurídico mexicano y, los
agentes del Ministerio Público de la Federación,
el personal policial y pericial, tienen entre otras
obligaciones, las de salvaguardar  la legalidad,
eficiencia, profesionalismo y honradez en el
desempeño de sus funciones, así como el
conducirse siempre con apego a derecho y
pleno respeto a los derechos humanos.

13. El Acuerdo A/131/05 del Procurador
General de la República, por el que se crea el

Consejo Asesor de Aplicación del Fondo de
Auxilio Económico a familiares de las víctimas
de homicidio de mujeres en el municipio de
Juárez, Chihuahua, publicado en el Diario Oficial
de la Federación de 31 de mayo de 2005, el
cual prevé que el Gobierno Federal ante el
hecho de que los familiares de las mujeres
víctimas de homicidio en Ciudad Juárez,
Chihuahua no han recibido, por múltiples
causas, indemnización ni reparación del daño
alguna por parte del sujeto activo de delito,
determinó, en cumplimiento a las instrucciones
giradas al efecto por el Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos, Vicente Fox Quesada, que
la Procuraduría General de la República
procediera a la constitución de un fondo de
auxilio económico.

14. La Circular número C/001/04, del
Procurador General de la República, publicada
en el Diario Oficial de la Federación de 11 de
agosto de 2004, por la que se reitera a todos
los servidores públicos de la institución su
obligación de observar la normatividad interna
que la Procuraduría ha emitido, a efecto de
fomentar el apego a la legalidad y el respeto
irrestricto de los derechos de las víctimas u
ofendidos de los delitos.

b) Instrumentos Internacionales:

1. La Declaración de Principios
Fundamentales de Justicia para las Víctimas
del Delito y del Abuso de Poder (Resolución
40/34 del Séptimo Congreso de Prevención
del Delito y Tratamiento del Delincuente de
las Naciones Unidas), que reconoce la
necesidad de tomar medidas más eficaces en
los planos internacional, regional y nacional en
favor de las víctimas de delitos y de las víctimas
del abuso de poder, quienes frecuentemente
junto con sus familias, los testigos y otras
personas que les presten ayuda, están expuestos
injustamente a pérdidas, daños o perjuicios y,
que además pueden sufrir dificultades cuando
comparezcan en el enjuiciamiento de los
delincuentes, por lo que es necesario que se
adopten medidas en los mencionados
ámbitos a fin de garantizar el reconocimiento y
el respeto universales y efectivos de los
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derechos de las víctimas de delitos y del abuso
de poder.

2. Los Conjuntos de Principios para la
Protección y Promoción de los Derechos
Humanos mediante la lucha contra la
impunidad, de la Subcomisión de Derechos
Humanos de la ONU (1997), que consideran
necesario adoptar las medidas eficaces para
luchar contra la impunidad y para que en interés
de las víctimas de violaciones a los derechos
humanos, se aseguren el derecho a la verdad,
el derecho a la justicia y el derecho a obtener
reparación, sin los cuales no puede haber
recurso eficaz contra las consecuencias nefastas
de la impunidad.

3. El Manual de Justicia para Víctimas, sobre
el uso y aplicación de los principios
fundamentales de justicia para las Víctimas
del Delito y del Abuso del Poder, Hand Book
on Justice for Victims (1999) que señala los
mecanismos necesarios para establecer
programas efectivos de atención a víctimas del
delito y del abuso de poder.

4. La Declaración de Viena sobre la
Delincuencia y la Justicia: Frente a los Retos
del siglo XXI, del Consejo Económico y Social
(2000), que considera necesario instrumentar
medidas restitutivas de la justicia que se orienten
a reducir la delincuencia y a promover la
recuperación del daño de víctimas, delincuentes
y comunidades.

5. Los Principios y Directrices Básicos sobre
el Derecho de las Víctimas de Violaciones
Manifiestas de las Normas Internacionales de
Derechos Humanos y de Violaciones Graves
del Derechos Internacional Humanitario a
Interponer Recursos y Obtener Reparaciones
(Abril de 2005, Comisión de Derechos
Humanos de la ONU), que considera necesario
hacer valer el derecho de las víctimas a
interponer recursos y obtener reparaciones.

6. También resulta importante tomar otros
referentes internacionales que aunque no son
vinculantes, orientan los criterios para el
establecimiento de políticas públicas como la

Recomendación N 2 R (85) del Comité de
Ministros a los Estados miembros sobre la
posición de la víctima en el campo del Derecho
Penal y Procesal Penal. (Adoptada por el Comité
de Ministros el día 28 de junio de 1985, en
reunión número 387 de los Delegados de los
Ministros), la cual destaca la importancia de
aumentar la confianza de la víctima en la justicia
penal y alentar su cooperación especialmente
en su calidad de testigo; para lo cual, en el
sistema judicial penal, es necesario tener más
en cuenta los daños físicos, psicológicos,
materiales y sociales sufridos por la víctima, y
considerar los pasos que son deseables para
satisfacer sus necesidades en esos aspectos; que
las medidas para este fin no tienen por que entrar
en conflicto con otros objetivos del Derecho
penal y procesal-penal, tales como el
restablecimiento del orden y la resocialización
de los delincuentes, sino que pueden de hecho,
ayudar a su consecución y una eventual
reconciliación entre la víctima y el delincuente.

7. Y la Decisión Marco del Consejo de Europa
de 15 de marzo de 2001 relativa al estatuto
de la víctima en el proceso penal (2001/220/
JAI) Diario Oficial de las Comunidades Europeas
L 82/1, por la que deberán elaborarse normas
mínimas sobre la protección de las víctimas de
los delitos, en particular sobre su acceso a la
justicia y su derecho a ser indemnizadas por
los daños sufridos, también por lo que respecta
a los gastos judiciales. Además, deberán crearse
programas nacionales para financiar medidas,
tanto públicas como no gubernamentales, de
asistencia y protección de las víctimas.

3. SITUACIÓN ACTUAL DE LOS DERECHOS
DE LAS VÍCTIMAS

A continuación intentaremos desarrollar grosso
modo cada uno de los derechos de las víctimas
del delito, contemplados en nuestra Carta Magna:

a) Asesoría Jurídica

Primeramente observemos lo que nuestra
Constitución General indica:

Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos
que en su favor establece la Constitución y, cuando lo
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solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento
penal.

Asesoramiento jurídico es, según anota Fix
Zamudio:

El patrocinio que proporcionan los abogados, tanto los
privados como los que prestan sus servicios en el sector
público, a las personas que requieren de sus
conocimientos técnicos para resolver problemas
jurídicos y procesales.  2

Al respecto, el artículo 141 del Código Federal de
Procedimientos Penales señala:

En todo procedimiento penal, la víctima o el ofendido
por algún delito tendrá derecho a: I.- Recibir asesoría
jurídica y ser informado, cuando lo solicite, del desarrollo
de la averiguación previa o del proceso...

Se piensa que es el Ministerio Publico el que debe
tener, entre sus atribuciones la responsabilidad de
asistir jurídicamente a la víctima y a los ofendidos
del delito y, obvio, la de informarles sobre sus
derechos  y sobre el desarrollo del procedimiento
penal.  Este deber abarca también la etapa del
proceso penal, hasta lograr el pago de la reparación
del daño.

Al respecto el Código Adjetivo del Distrito Federal
señala:

Los denunciantes, querellantes y las víctimas u ofendidos
por la comisión de un delito tendrán derecho, en la
averiguación previa  o en el proceso, según corresponda:
A recibir asesoría jurídica por parte de la Procuraduría

General de Justicia del Distrito Federal respecto de sus
denuncias o querellas ... (fracción VI del artículo 9).

Como se observa, a diferencia del inculpado que
goza de la garantía de una defensa adecuada y
gratuita, la víctima sólo tiene la garantía a recibir
"asesoría jurídica" y el concepto es muy diferente
al de "defensa ",3 aunado a lo anterior, existe además
la interrogante sobre cuál institución debe darla.4

b) Coadyuvancia con el Ministerio Público

Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban
todos los datos o elementos de prueba con los que
cuente, tanto en la averiguación previa como en el
proceso, y a que se desahoguen las diligencias
correspondientes.

La Coadyuvancia consiste, dice Rodríguez
Manzanera en "poner a disposición del Ministerio
Público (o del Juez instructor, en su caso), todos
los elementos conducentes a acreditar los
elementos del tipo penal, la probable y plena
responsabilidad del inculpado y a justificar la
reparación del daño".

El reconocimiento del derecho de la víctima a la
coadyuvancia con el Ministerio Público, posibilita
que ésta tenga una participación más directa y activa
en las distintas etapas del procedimiento: en la
averiguación previa, para llegar a una sólida
consignación, y en el proceso, para aportar al juez,
a través del Ministerio Público, las pruebas que
estime idóneas para culminar con una sentencia
justa y, cuando proceda, obtener el pago de la
reparación del daño.5

2     Islas de González Mariscal, Olga, Derechos de las víctimas y de los ofendidos por el delito, Colección Nuestros Derechos,
México, IIJ-UNAM, 2003, pág. 15.

3  "Protección, socorro. Arma o instrumento con que alguien se defiende de un peligro. Abogado defensor. Exposición de
los argumentos con que se defiende a alguien". Diccionario de la Lengua Española Esencial, México, Editorial Larousse,
2002, pág. 198.

4 Dos grandes avances se encuentran en los Códigos de Procedimientos Penales de los estados de Tabasco y Morelos.
Tabasco, por ejemplo, en su artículo 17 (22 de febrero de 1997) contempla la asistencia jurídica a la víctima por conducto
de la Procuraduría General de Justicia, la cual será competente y gratuita durante todo el procedimiento, y donde el asesor
jurídico del ofendido tiene los mismos derechos y obligaciones de un defensor de oficio. Por su parte, el Código Adjetivo
de Morelos, en el mismo numeral (9 de octubre de 1996) y en el 258, establecen la misma garantía. Por lo que hace a la
reparación del daño, también son pioneros. Martínez Solares, Verónica, Víctimas y Justicia Penal en "Proyectos legislativos
y otros temas penales", Sergio García Ramírez y Leticia A. Vargas Casillas, coordinadores, México, IIJ-UNAM, 2003, pág.
216.

5 Ídem, pág. 19.
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No obstante lo anterior, en la práctica, el
desempeño del Representante Social, deja mucho
que desear, pues en ocasiones no proporciona
ninguna información del caso a la víctima, ni siquiera
le da copia simple de su denuncia o querella,
quedando indefensa la víctima. En otras ocasiones
nos encontramos que hay víctimas u ofendidos que
se dan a la tarea de buscar y proporcionar pruebas
al Ministerio Público, ante su pasividad o
negligencia, arriesgándose con ello a volver a ser
víctima de su victimario, pues hasta los citatorios
les tienen que entregar. 6

Respecto a la segunda parte de esta fracción:

Cuando el Ministerio Público considere que no es
necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar y
motivar su negativa.

Esta garantía se puede considerar como una medida
de control en las actuaciones del Ministerio Público
y al respecto cabe citar la siguiente jurisprudencia:7

ACCIÓN PENAL. EL ARTÍCULO 21, PÁRRAFO
CUARTO, CONSTITUCIONAL, SE ERIGE EN
GARANTÍA DEL DERECHO DE IMPUGNAR LAS
RESOLUCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO
SOBRE EL NO EJERCICIO O DESISTIMIENTO
DE AQUÉLLA. En la iniciativa presidencial que dio
origen a la reforma al artículo 21 constitucional,
que entró en vigor el 1o. de enero de 1995, se
reconoció la necesidad de someter al control
jurisdiccional las resoluciones sobre el no ejercicio
y desistimiento de la acción penal, con el propósito
de garantizar los derechos de las víctimas y la
protección misma de la sociedad, evitando que
algún delito quede, injustificadamente, sin
persecución. Del dictamen elaborado por las
Comisiones Unidas de Justicia, Puntos
Constitucionales y Estudios Legislativos de la
Cámara de Senadores del Congreso de la Unión,
en cuanto a la iniciativa en comento descuella,
como elemento preponderante, la determinación
de hacer efectiva la seguridad jurídica de los
gobernados en lo referente a las funciones que el

Ministerio Público tiene encomendadas de
perseguir los delitos y ejercer la acción penal,
otorgando a aquéllos la oportunidad de impugnar
las determinaciones respecto del no ejercicio y
desistimiento de la acción penal para lograr, por
un lado, que las víctimas de los delitos o sus
familiares obtengan una reparación del daño; por
otro, que se abata la impunidad; y, además, que se
impida que por actos de corrupción, la
representación social no cumpla con sus funciones
constitucionales. A su vez, el dictamen emitido
respecto de la iniciativa presidencial por las
Comisiones Unidas de la Cámara de Diputados,
que dio paso a la aprobación con modificaciones
de la citada iniciativa, pone de relieve el propósito
legislativo de elevar al carácter de garantía individual
el derecho de impugnar las resoluciones del
Ministerio Público sobre el no ejercicio o
desistimiento de la acción penal, para hacer efectivo
el respeto a la seguridad jurídica. Esos antecedentes
legislativos son reveladores del nacimiento de la
garantía individual de impugnar las resoluciones de
mérito, por lo que es factible lograr que, mediante
el juicio de amparo, el Ministerio Público, por vía
de consecuencia, ejerza la acción penal o retire el
desistimiento.

TOMO VI, p. 25, Amparo en revisión 32/97. Jorge
Luis Guillermo Bueno Ziaurriz. 21 de octubre de
1997. Once votos. Ponente: Juan Díaz Romero.
Secretario: Armando Cortés Galván. Novena,
Época, Volumen VI, Semanario Judicial de la
Federación, Pág. 25, 10 de enero de 1997.

c) Atención médica y psicológica de urgencia

Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y
psicológica de urgencia.

El inicio de este derecho lo marca el artículo 4° de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que menciona textualmente lo
siguiente: toda persona tiene derecho a la
protección de la salud.8

Al respecto, la Ley General de Salud señala en el

6 Ídem, pág. 20.
7 http://cndh-intranet/pjuridico/jurisprudencia
8 http://cndh-intranet/pjuridico/legislacion/
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artículo 27 que "Para los efectos del derecho a la
protección de la salud, se consideran servicios
básicos de salud los referentes a: ...  III. La atención
médica, que comprende actividades preventivas,
curativas y de rehabilitación, incluyendo la atención
de urgencias; 9  ...

Más adelante, en el artículo 171 indica que:

Los integrantes del Sistema Nacional de Salud, deberán
dar atención preferente e inmediata a ... quienes hayan
sido sujetos pasivos de la comisión de delitos que atenten
contra la integridad física o mental o el normal desarrollo
psico-somático de los individuos....

Por su parte, el artículo 71 del Reglamento de la
Ley General de Salud en materia de prestación de
servicios de atención médica, indica que:

Los establecimientos públicos, sociales y privados que
brinden servicios de atención médica para el
internamiento de enfermos, están obligados a prestar
atención inmediata a todo usuario, en caso de urgencia
que ocurra en la cercanía de los mismos.

Agrega el numeral 72 del mismo ordenamiento
jurídico que:

Se entiende por urgencia, todo problema médico-
quirúrgico agudo, que ponga en peligro la vida, un órgano
o una función y que requiera atención inmediata.

En caso de urgencia o cuando el paciente se encuentre
en estado de incapacidad transitoria o permanente, el
documento a que se refiere el artículo anterior, será
suscrito por el familiar más cercano en vínculo que le
acompañe, o en su caso, por su tutor o representante
legal, una vez informado del carácter de la autorización.
Cuando no sea posible obtener la autorización por
incapacidad del paciente y ausencia de las personas a que
se refiere el párrafo que antecede, los médicos
autorizados del hospital de que se trate, previa valoración
del caso y con el acuerdo de por lo menos dos de ellos,
llevarán a cabo el procedimiento terapéutico que el caso
requiera, dejando constancia por escrito, en el expediente
clínico. (artículo 81).

Estos derechos que se mencionan son de asistencia,
por lo que en este rubro se debe descartar la
rehabilitación médica, así como el tratamiento
psicológico prolongado.

Se ha documentado mediante estudios científicos
que un delito va más allá de las lesiones físicas, los
eventos delictivos pueden ser traumáticos y generar
efectos primarios esperables en las víctimas, en
particular si se acompañan de violencia10. Por esto,
la primera intervención psicológica es fundamental
para lograr una recuperación -ésta muchas veces
puede ser simplemente un trato de respeto y
empatía a su persona-, lo que puede prevenir la
agudización de posibles secuelas postraumáticas y
otros problemas psicológicos o aún psiquiátricos,
a largo plazo .11

Es muy importante mencionar que cuando los
hechos acaban de ocurrir y la víctima se presenta
en las instalaciones de la agencia del Ministerio
Público a presentar su denuncia o querella, su
estado psicoemocional no es el idóneo para
realizar declaración alguna, comprometiendo de
esta manera la investigación misma.

Las lesiones físicas y psicológicas no atendidas
correctamente, no sólo destruyen cuerpo, mente
y espíritu de la víctima: destruyen un proyecto de
vida de varios individuos (familiares, amigos,
conocidos...)  y, en última instancia, de la
sociedad.12

d) Reparación del daño

Que se le repare el daño. En los casos en que sea
procedente, el Ministerio Público estará obligado a
solicitar la reparación del daño y el juzgador no podrá
absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido
una sentencia condenatoria. La ley fijará procedimientos
ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación
del daño.

Al respecto, Carlos Creus señala que:

9 Ídem.
10 Martínez Solares, Verónica, Víctimas y Justicia Penal en "Proyectos legislativos y otros temas penales", Sergio García Ramírez

y Leticia A. Vargas Casillas, coordinadores, México, IIJ-UNAM, 2003, pág. 223.
11 Ídem, pág. 224.
12 Ídem, pág. 226.
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el proceso de victimización que se presenta en la doctrina
penal y puja por penetrar en los sistemas penales en los
últimos tiempos se despliega en el sentido de protección
total a la persona de la víctima del delito, con lo que la
reparación del equilibrio y el goce de los bienes que ese
delito pudo haber quebrantado excede la pura dimensión
económica a la que el derecho civil nos había
acostumbrado. Se pretende a una reparación del daño
tan integral que, prácticamente, se concibe constituida
en una reconstrucción de la persona de la víctima, tal
como era su entidad antes del hecho.13

La reparación del daño es lo mínimo a que una
víctima tiene derecho frente a la agresión directa
que ha sufrido: si hay sentencia condenatoria es
porque hubo un delito, esto es, hubo un bien
jurídico tutelado que sufrió un daño y, por lo
mismo, éste debe ser reparado .14

La reparación del daño es una sanción pecuniaria,
el artículo 30 del Código Penal Federal15 (en
adelante CPF) indica que ésta comprende:

a. La restitución de la cosa obtenida por el
delito, y si no fuere posible, el pago del
precio de la misma;

b. La indemnización del daño material y moral
causado, incluyendo el pago de los
tratamientos curativos que, como
consecuencia del delito, sean necesarios
para la recuperación de la salud de la víctima.
En los casos de delitos contra la libertad y el
normal desarrollo psicosexual y de violencia
familiar, además se comprenderá el pago de
los tratamientos psicoterapéuticos que sean
necesarios para la víctima; y

c. El resarcimiento de los perjuicios
ocasionados.

En el artículo 30 bis del CPF señala que las personas
que tienen derecho a la reparación del daño son
en el siguiente orden:16

1° el ofendido

2° en caso del fallecimiento del ofendido, el
cónyuge supérstite o el concubinario o
concubina, y los hijos menores de edad; a falta
de éstos los demás descendientes y
ascendientes que dependieran
económicamente de él al momento del
fallecimiento.

Es preciso mencionar que el artículo 31 del mismo
ordenamiento indica que la reparación del daño
será fijada por los jueces, según el daño que sea
preciso reparar, de acuerdo con las pruebas
obtenidas en el proceso. El 31 bis agrega que:

En todo proceso penal el Ministerio Público estará
obligado a solicitar, en su caso, la condena en lo relativo
a la reparación del daño y el juez a resolver lo conducente.
El incumplimiento de esta disposición será sancionado
con multa de treinta a cincuenta días de salario mínimo.

Finalmente, el artículo 34 textualmente señala:

La reparación del daño proveniente de delito que
deba ser hecha por el delincuente tiene el
carácter de pena pública y se exigirá de oficio
por el Ministerio Público. El ofendido o sus
derechohabientes podrán aportar al Ministerio
Público o al juez en su caso, los datos y pruebas
que tengan para demostrar la procedencia y
monto de dicha reparación, en los términos que
prevenga el Código de Procedimientos Penales.
El incumplimiento por parte de las autoridades
de la obligación a que se refiere el párrafo anterior,
será sancionado con multa de treinta a cuarenta
días de salario mínimo...

No obstante, se puede pensar que este derecho
consagrado en la Constitución y en las leyes
sustantivas es letra muerta, por que la víctima tiene
que llevar otro proceso de orden civil para hacer
efectivo el pago de la reparación del daño.

Cuando el Juez no dicte sentencia respecto a la
reparación del daño la víctima puede optar por
dos vías: una, impugnar la resolución ante el tribunal

13 Creus, Carlos, Reparación del daño producido por el delito, Ed. Rubinzal-Culzoni, Argentina, 1995, pág. 19.
14 Martínez Solares, Verónica, Víctimas y Justicia Penal en "Proyectos legislativos y otros temas penales", Sergio García Ramírez

y Leticia A. Vargas Casillas, coordinadores, México, IIJ-UNAM, 2003, pág. 227.
15 Código Penal Federal, Agenda Penal Federal, Décimo quinta edición, Ed. ISEF, México, 2005.
16 Ídem.

     Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
      www.juridicas.unam.mx                                                                                                          http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2006. Comisión de Derechos Humanos del Estado de México



Julio-Agosto   2006Julio-Agosto   2006Julio-Agosto   2006Julio-Agosto   2006Julio-Agosto   2006

32

de alzada, o bien ejercitar su acción ante la
autoridad civil. Esta última vía también la puede
ejercitar en los casos de no ejercicio de la acción
penal, sobreseimiento o sentencia absolutoria
(artículo 34, párrafo final, del Código Penal Federal).

Antes de terminar esta parte, sería conveniente,
detenerse a analizar el voto razonado en la sentencia
del 8 de julio de 2004, emitida por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos del Juez
Ad Hoc: Francisco Eguiguren Praeli, en el caso de
los hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, ya que
ilustra cabalmente el alcance de las consecuencias
materiales y no materiales de un delito simple o
grave, para las víctimas y ofendidos del delito:

He votado de manera conjunta compartiendo la
sentencia de la Corte que declara la responsabilidad del
Estado del Perú por la violación de los derechos de los
hermanos Rafael y Emilio Gómez Paquiyauri a la vida,
libertad personal, integridad personal, garantías judiciales
y otros. No obstante, estimo necesario expresar algunas
reflexiones personales respecto a la naturaleza y
circunstancias particulares de este caso, así como a la
forma en que, considero, debería abordarse el tema de
la reparación a las víctimas, especialmente cuando se
trata del asesinato de un niño y un adolescente.

1. Los hermanos Rafael y Emilio Gómez Paquiyauri,
tenían 14 y 17 años respectivamente. Eran, pues, dos
menores de edad, que fueron indebida y arbitrariamente
privados de su libertad por personal de la Policía
Nacional, sin que estuvieran incursos en mandato judicial
de detención ni en situación de flagrante delito. Ni
siquiera realizaban actividad alguna que hubiera justificado
su detención, incluso dentro de un estado de
emergencia. Al momento de su detención fueron
sometidos a maltratos por los efectivos policiales; no
se les condujo a un centro de detención, siendo
trasladados a un paraje apartado donde se les sometió
a tortura y tratos crueles poco antes de ejecutarlos en
forma vil y alevosa.

Tales hechos han sido plenamente probados en este
proceso ante la jurisdicción internacional, pero también
quedaron previamente acreditados en el proceso penal
ante el Poder Judicial nacional, que condenó a los autores
directos de estas violaciones graves. También han sido
reconocidos y aceptados por el propio Estado. La
responsabilidad internacional del Estado del Perú, a
consecuencia de las violaciones a los derechos humanos
cometidas por personal policial, no admite pues dudas.
De allí la condena que le impone la sentencia de la
Corte y su obligación de reparar a las víctimas.

2. Si bien los dos autores directos de estos crímenes
fueron juzgados y sancionados en la jurisdicción interna,
recibiendo condenas de 18 y 6 años de prisión
respectivamente, diversos aspectos del caso son
seriamente cuestionables.

En primer lugar, los condenados recuperaron la libertad
poco tiempo después de la sentencia, sin haber cumplido
siquiera un tercio de la pena con prisión efectiva,
acogiéndose a beneficios penitenciarios. Aunque no
puede negarse la existencia y aplicación de estos
beneficios, cuando nos encontramos ante una
rehabilitación social del delincuente, su otorgamiento
por el Estado -como ha señalado la Corte en esta
sentencia- debe ser debidamente ponderado y
analizado. Sobre si nos encontramos frente a violaciones
graves de los derechos humanos, perpetradas en
agravio de un niño y un adolescente inocentes, a fin de
evitar que tales beneficios puedan constituir una forma
encubierta de impunidad.

En segundo lugar, las indemnizaciones impuestas como
reparación a pagar por los condenados en el proceso
penal, no han sido pagadas a los deudos de los
hermanos Gómez Paquiyauri, dado los escasos
ingresos y recursos económicos de que disponen estos
ex policías. Y dado que la Policía o el Estado no fueron
emplazados ni condenados en el proceso ante la
jurisdicción interna, tampoco se les impuso el pago
solidario de alguna indemnización en favor de las
víctimas, lo que ha impedido hacer efectivo cualquier
cobro.

En tercer lugar, el capitán de la Policía, sindicado, por los
autores materiales de los crímenes, como autor
intelectual y responsable de la orden de ejecución de
los hermanos Gómez Paquiyauri, no ha podido ser
juzgado ni condenado hasta la fecha por encontrarse
prófugo de la justicia, quedando el proceso reservado y
en riesgo de prescribir la acción penal. Es grave que, a
pesar de haber transcurrido 13 años desde los crímenes,
este prófugo no haya sido capturado, lo que pone en
tela de juicio la real voluntad de las autoridades nacionales
de realizar su búsqueda y detención. Más aún si tal
prófugo ha presentado recursos dentro del proceso,
por medio de su abogado.

Ello no sólo configura una evidente situación de
impunidad, sino que abre legítimas dudas, pendientes
de investigación, sobre la posible participación de algunos
otros autores intelectuales o responsables de la orden
de ejecución de los hermanos Gómez Paquiyauri, a
nivel de oficiales superiores de la Policía o de las
autoridades políticas. Como ha dispuesto la sentencia
de la Corte, se impone que el Estado realice la captura
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de este prófugo, sin dejar prescribir los delitos,
procediendo a la investigación cabal de los hechos y a la
condena y sanción de todos los responsables.

3. Respecto al tema de las reparaciones, considero que
hubiera sido preferible establecer como criterio
predominante la reparación del daño al proyecto de
vida, ocasionado por la ejecución de ambos niños. Ello
lo encuentro preferible y más adecuado que haber
considerado dentro del daño material la pérdida de
ingresos, como se ha hecho en ésta y otras sentencias
de la Corte. El daño al proyecto de vida, conforme
señalaron los jueces Cançado Trindade y Abreu Burelli
en su voto razonado conjunto en el caso Loayza
Tamayo, resulta un concepto más apropiado tratándose
de una reparación por violaciones graves a los derechos
humanos. Permite tomar distancia de criterios propios
del Derecho Civil Patrimonial, como la pérdida de
ingresos, el daño emergente, el daño al patrimonio
familiar o el lucro cesante.

El daño al proyecto de vida involucra tanto aspectos
materiales como inmateriales en la violación de este
derecho fundamental de la persona; comprende así no
sólo una reparación indemnizatoria por la privación
arbitraria de la vida, sino por la afectación y truncamiento
al libre desarrollo de la personalidad, la interrupción de
las acciones que pudieron realizar ambos niños no sólo
en lo laboral (pérdida de ingresos) sino también en
aspectos espirituales, la realización personal y familiar, la
consecución de planes y metas. Valorar el daño material
estimándolo en pérdida de ingresos, resulta poco
satisfactorio sobre todo tratándose de niños o
adolescentes que no han adquirido aún propiamente
una inserción laboral o realización profesional, ni una
incorporación efectiva en el mercado de trabajo. El
reconocimiento de un daño al proyecto de vida, resulta
así más integral y consistente desde una perspectiva de
protección a los derechos humanos, apartándose de
corrientes esencialmente patrimonialistas. Además
incluye la dimensión inmaterial, lo que hace innecesario
tener que contemplar por separado un daño moral a
las víctimas directas cuando éstas han muerto...
Considero, pues, que la Corte podría revisar los
criterios para establecer las reparaciones en casos
futuros, con mayor razón cuando se trata de niños o
adolescentes privados de la vida.

4. Aunque tampoco comparo del todo el uso del criterio
del daño emergente, encuentro positivo que,
finalmente, la Corte haya agrupado bajo este concepto
un conjunto de gastos efectuados por la familia Gómez
Paquiyauri a consecuencia de la muerte de sus hijos
Rafael y Emilio, tales como gastos funerarios y de

tratamiento médico para algunos de los familiares.
También encuentro adecuado que se haya optado por
incluir en este rubro los recursos destinados para el
tratamiento psicológico que puedan haber requerido o
que requieran en el futuro los miembros de esta familia,
como consecuencia del sufrimiento padecido y de los
actos de hostigamiento y segregación a que fueron
injustamente expuestos. De este modo, se evita
consignar los gastos por tratamiento psicológico como
un rubro específico de la reparación por daño inmaterial,
conforme se ha establecido en otros casos,
reconociendo -más bien- que realmente se trata de un
gasto a consecuencia de la violación a los derechos
sufrida, es decir, una suerte de "daño emergente". Dado
que el grueso de estos gastos fueron afrontados por
los padres, parece razonable que esta reparación se
entregue a ellos y no individualmente a cada integrante
de la familia.

5. Debe resaltarse la decisión de la Corte que, además
de haber considerado a los hermanos Rafael y Emilio
Gómez Paquiyauri como víctimas directas, resolvió
incluir a los miembros de su familia (padres y hermanos)
como víctimas indirectas (parágrafos 118 y 119),
atendiendo a los padecimientos ulteriores que han
tenido que soportar en su integridad personal y dignidad.
En tal sentido, se justifica su condición de sujetos de
reparación por daño inmaterial o moral.

Comparto lo expuesto por la Corte, en los parágrafos
218 y 219 de la sentencia, respecto a que debe
admitirse, sin necesidad de mayor probanza, el
padecimiento y aflicción que causa la muerte de un familiar
a los miembros de la familia ligados por un estrecho
contacto afectivo o físico con los fallecidos. Con mayor
razón cuando se trata del asesinato de un niño. También
comparto la aseveración de que, no obstante, resulta
difícil en este caso determinar o individualizar el distinto
grado de sufrimiento o afectación padecido por cada
miembro del entorno familiar. Por ello, dado que a lo
largo del proceso ante la jurisdicción internacional se ha
evidenciado que ha sido la familia Gómez Paquiyauri la
que ha padecido en su conjunto no sólo la muerte de
sus hijos Rafael y Emilio, sino los hostigamientos y
afectaciones ulteriores, parece razonable que la
reparación por daño moral se entregue a los padres de
las víctimas directas, para que éstos decidan sobre la
utilización o distribución de este monto en favor del
conjunto del núcleo familiar.

También está plenamente justificado que se haya
incorporado como víctimas, sujetas a reparación por
daño moral, a la niña Nora Emely Gómez Peralta, hija
de Rafael Gómez Paquiyauri, nacida después de su
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17 http://www1.umn.edu/humanrts/iachr/C/110-esp.html
18 Rodríguez y Rodríguez, Jesús, compilador, Instrumentos internacionales sobre derechos humanos ONU-OEA, CNDH,

1994, Tomo II, pág. 118.

fallecimiento, y a su madre Jacinta Peralta. Ambas han
sufrido especial padecimiento y aflicción por la pérdida
abrupta de Rafael en pleno embarazo de Jacinta, privando
a su vez a la niña de la presencia de su padre.

6. Siendo que la reparación no debe limitarse
únicamente a aspectos patrimoniales o de
indemnización, resulta fundamental que la Corte haya
incluido como parte de la reparación actos públicos de
satisfacción, resarcimiento y desagravio a los hermanos
Gómez Paquiyauri y su familia. Puede así mencionarse
los mandatos de la Corte para que se haga un público
reconocimiento de la responsabilidad del Estado en este
caso, la publicación de las partes pertinentes de la
sentencia que prueban la verdad de lo sucedido, que se
asigne el nombre de los hermanos Rafael y Emilio
Gómez Paquiyauri a un colegio de El Callao, o que se
otorgue una beca de estudios para la niña Nora
Emely.

7. Considero que el caso de los hermanos Gómez
Paquiyauri es emblemático, pues ilustra sobre violaciones
graves a los derechos humanos sucedidas en el Perú a
consecuencia de una política represiva y antisubversiva
que desconoció los derechos fundamentales y el
respeto a la dignidad de la persona. La responsabilidad
del Estado es pues nítida y manifiesta. De allí que, además
de la reparación a las víctimas, es importante el aporte
de la sentencia al esclarecimiento de la verdad y a la
realización de actos y medidas que hagan que se tome
conciencia social de la magnitud del daño causado, así
como a la necesidad de evitar que estas situaciones se
repitan.

El Estado y la sociedad peruana deben asumir y
comprender que el asesinato cruel y absurdo de un
niño y un adolescente, no puede quedar impune ni
exento de sanción y reparación. Pero no se trata de
circunscribirse únicamente a aprobar o cuestionar el
monto de la reparación patrimonial impuesta por la
Corte al Estado en favor de los familiares de los
hermanos Gómez Paquiyauri. Detener arbitrariamente
y maltratar a estos menores de edad, someterlos a
torturas y ejecutarlos, mentir al público indicando que
fueron terrositas muertos en un enfrentamiento armado
con las fuerzas del orden; son hechos muy graves e
inaceptables dentro de un régimen democrático,

comprometido con el respeto de la persona humana y
su dignidad.

Lo sucedido en el caso de los hermanos Gómez
Paquiyauri debe conmover y consternar a la sociedad
peruana y sus autoridades. Si estos hechos no hubieran
sido casualmente registrados por la televisión, tal vez la
verdad nunca se hubiera conocido ni los victimarios
directos habrían sido sancionados, aunque sea
parcialmente. La Comisión de la Verdad y Reconciliación
Nacional ha documentado miles de casos de violación
a los derechos humanos que no tuvieron, en su
momento, esta posibilidad de esclarecimiento.

El caso de los hermanos Gómez Paquiyauri es
particularmente doloroso, sobre todo porque se trató
del asesinato de un niño y un adolescente inocentes de
cualquier delito o falta, ejecutados por personal policial
con crueldad e indolencia. La Corte Interamericana de
Derechos Humanos les ha hecho finalmente justicia, a
ellos y a sus familiares. El Estado Peruano debe asumir
su responsabilidad, a pesar que actualmente exista un
gobierno que se esfuerza por respetar los derechos
humanos y dar cumplimiento a las sentencias de la
Corte.17

e) No obligatoriedad a carearse en caso
de que la víctima sea menor y se trate de
delito de violación o secuestro

Cuando la víctima o el ofendido sean menores de edad,
no estarán obligados a carearse con el inculpado cuando
se trate de los delitos de violación o secuestro. En estos
casos, se llevarán a cabo declaraciones en las condiciones
que establezca la ley.

Esta garantía tiene como finalidad garantizar
plenamente los derechos de los menores
consagrados en la Convención sobre los Derechos
del Niño del 20 de noviembre de 1959.18

Es una medida de protección de los efectos
psicoemocionales graves como el secuestro y la
violación; y una excepción a la garantía de los
inculpados contemplada en la fracción IV del
artículo 20 de la Constitución Política Mexicana.
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Sobre este respecto, valdría la pena sensibilizar más
al Representante Social y al Juzgador, ya que la
víctima debe encontrar quien la escuche, la atienda,
quien la apoye, no obstante resulta que su primer
contacto con la autoridad, generalmente, es frío,
impersonal y rutinario .19

f) Medidas cautelares

Solicitar las medidas y providencias que prevea la ley
para su seguridad y auxilio.

Se entiende que esta fracción tiene como
fundamento el temor que la víctima siente hacia el
victimario, pues casi siempre son amenazadas o
sin hacerlo, se teme por las represalias que pudiera
haber, tras la denuncia del delito.

Esta fracción toma verdadera importancia para los
casos de violencia familiar, en abusos hacia menores
por sus familiares y delincuencia organizada.

No obstante, no se especifica cuáles son las
medidas que se debieran tomar.

Sin embargo, en el artículo 202 del Código Penal
del Distrito Federal señala que:

El Agente del Ministerio Público apercibirá al indiciado
para que se abstenga de cualquier conducta que pudiera
resultar ofensiva para la víctima, debiendo de aplicar las
medidas de apremio que concede la ley, para su
cumplimiento. Al ejercitarse la acción penal, el
Representante Social, solicitará a la Autoridad Judicial, la
aplicación de medidas de protección para la víctima y el
Juez resolverá sin dilación.

Por otra parte, el párrafo cuarto del artículo 59
del Código de Procedimientos Penales del Distrito
Federal20  se mencionan algunas medidas:

 ... En los casos en que se trate de delitos que atenten
contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual o
graves en los que haya concurrido violencia física, el Juez,

de oficio, o a petición de parte, si se acredita la necesidad
de la medida y con el objeto de garantizar la seguridad de
víctimas y testigos del delito, deberá acordar que la
audiencia de desahogo de pruebas correspondiente se
lleve a cabo a puerta cerrada, sin que puedan entrar al
lugar en que se celebre más que las personas que deben
intervenir en ella.

4. VICTIMIZACIÓN INSTITUCIONAL

Al respecto sostiene Berllagio -citando a Luis
Rodríguez Manzanera-  que victimización es la
explotación y/o el abuso de una o más personas
por otras.  Teóricamente se coincide en tres niveles
de victimización:21

Victimización primaria. Es la dirigida contra
una persona  en particular.

Victimización secundaria. Es la que
padecen grupos específicos, o sea, una
parte de la población.

Victimización terciaria. Es la dirigida contra
la comunidad en general.

De esta clasificación se deriva una victimización
directa y una indirecta. En la primera, la agresión y
el daño recae sobre el sujeto pasivo del delito y en
la segunda, se da como consecuencia de la
victimización directa de la primera y recae sobre
las personas que tienen una relación estrecha con
la víctima como son los familiares y terceras
personas .22 También se les denomina "ofendidos
del delito".

A lo anterior, hay que agregar otro tipo de víctima,
la que es victimizada por los servidores públicos
de las instituciones de procuración y administración
de justicia, al denunciar el hecho delictivo sufrido,
- en este tenor puede tratarse de la misma víctima
directa y/o los ofendidos-, al realizar gastos
económicos para acudir a la justicia y/o por actos

19 Islas de González Mariscal, Olga, Derechos de las víctimas y de los ofendidos por el delito, México, IIJ-UNAM, 2003, pág. 33.
20 Agenda Penal del Distrito Federal , 12ª. Ed., Editorial ISEF, 2005. México.
21 Molina Flores, Pedro, Victimización y sistema penal, Universidad Autónoma de Tlaxcala, Ed. Gudiño Cicero, 2005, pág. 29
22 Ídem, pág. 30.
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de corrupción, cuando no se les repara el daño,
cuando tienen que carearse con su victimario,
cuando no reciben asesoría jurídica adecuada,
cuando reciben un trato prepotente y descortés, etc.
Para este argumento, valdría hacer notar -no como
justificación, sino como prevención- que personal
de éstas instituciones está sujeto a estrés laboral,
ocasionado por el continuo y sostenido contacto
con el sufrimiento de las víctimas, pesadas cargas
de trabajo, insuficientes salarios, la personalidad de
cada individuo y no olvidemos que tienen una
familia que atender y apoyar etc.; por lo que,  tal
vez sería conveniente ver la posibilidad de realizar
rotación de personal, así como terapias antiestrés
periódicas, ya que probablemente padecen el
síndrome de burnout. Este gasto y cambio de
personal, dejará ver mejores resultados en el
desempeño de las labores y en la atención al
público, por que además mejorará sus relaciones
interpersonales y familiares.

5. PROYECTOS SOBRE PROTECCIÓN A
VÍCTIMAS DE LA CNDH

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha
llevado a cabo importantes proyectos con la
finalidad de que se le reconozca a la víctima todos
los derechos que le corresponden:

a) En octubre de 1997 se diseñó un "Modelo
de Ley que crea el Centro de Atención para
las Víctimas del Delito". En dicho modelo
se dio seguimiento a los principios
fundamentales de justicia, consagrados en
la Declaración de la Organización de las
Naciones Unidas para las víctimas del delito
y del abuso de poder.

b) En 1998 se redactó un anteproyecto para
adicionar, en el artículo 20 de la Constitución
Federal, el apartado B para consagrar los
derechos de las víctimas y los ofendidos por
el delito.

c) El 21 de febrero de 2000, se estructuró y
puso en práctica el programa PROVÍCTIMA,
mediante acuerdo del presidente de la
Comisión (Acuerdo 01/2000).

6. NUMERAL 3.2.5.8. DEL MANUAL PARA LA
CALIFICACIÓN DE HECHOS VIOLATORIOS
DE DERECHOS HUMANOS. NEGATIVA DE
ASISTENCIA A VÍCTIMAS DEL DELITO

DENOTACIÓN:

1. La omisión o dilación para prestar
protección, auxilio, asesoría o atención
médica de urgencia ,

2. cometida directamente por un servidor
público, o indirectamente mediante su
anuencia o autorización,

3. en perjuicio de una o más personas que
hayan sufrido la afectación de su persona,
bienes o derechos,

4. con motivo de un delito.

FUNDAMENTACIÓN CONSTITUCIONAL:

ARTÍCULO 20. En todo proceso de orden penal,
el inculpado, la víctima o el ofendido, tendrán las
siguientes garantías:

A. DEL INCULPADO:
…

B. DE LA VÍCTIMA O DEL OFENDIDO:

I.- Recibir asesoría jurídica; ser informado de
los derechos que en su favor establece la
Constitución y, cuando lo solicite, ser informado
del desarrollo del procedimiento penal;

II.- Coadyuvar con el Ministerio Público; a que
se le reciban todos los datos o elementos de
prueba con los que cuente, tanto en la
averiguación previa como en el proceso, y a
que se desahoguen las dil igencias
correspondientes.

Cuando el Ministerio Público considere que
no es necesario el desahogo de la diligencia,
deberá fundar y motivar su negativa;

III.- Recibir, desde la comisión del delito,
atención médica y psicológica de urgencia;
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IV.- Que se le repare el daño. En los casos en
que sea procedente, el Ministerio Público
estará obligado a solicitar la reparación del
daño y el juzgador no podrá absolver al
sentenciado de dicha reparación si ha emitido
una sentencia condenatoria.

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar
las sentencias en materia de reparación del daño;

V.- Cuando la víctima o el ofendido sean
menores de edad, no estarán obligados a
carearse con el inculpado cuando se trate de
los delitos de violación o secuestro. En estos
casos, se llevarán a cabo declaraciones en las
condiciones que establezca la ley; y

VI.- Solicitar las medidas y providencias que
prevea la ley para su seguridad y auxilio .23

7. EL ÁREA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL
DELITO Y DEL ABUSO DE PODER DE LA
CODHEM

En el Estado de México, incluyó los derechos para
las víctimas contemplados en el apartado B del
artículo 20 de la Constitución General, en el
artículo 162 del Código de Procedimientos Penales
de  la entidad, pero además agregó la fracción VII
que textualmente señala:

Solicitar los servicios del Centro de Mediación y
Conciliación del Poder Judicial del Estado de México.

Por todo lo anterior, la H. LV Legislatura del Estado
de México, preocupada por la situación actual de
las víctimas de esta Entidad Federativa, decidió
otorgar a la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México, para el ejercicio fiscal 2006,
una partida de 7.5 millones de pesos, para que en
coordinación con las instituciones y autoridades
preste auxilio pronto y eficaz a las víctimas.

Aunado a ello, se creó dentro de esta Defensoría
de Habitantes Local, el área de Atención a las
Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, para

que en coordinación con las instituciones públicas
federales, estatales y municipales, así como privadas
u organismos no gubernamentales se preste auxilio
pronto y eficaz a las víctimas.

La visión de esta área es impulsar y desarrollar
actividades efectivas orientadas a la protección y
salvaguarda de los derechos humanos de las
víctimas de delitos y del abuso de poder.

Se gestiona y lleva el seguimiento de los servicios:
jurídico, médico, psicológico y de asistencia social
a todas las víctimas directas y/o indirectas de delitos.

Para ser atendidos en esta área, se puede hacer
llegar la petición de manera telefónica, para lo cual
se cuenta con el número 01 800 27 ABUSO para
todo el Estado de México y el Distrito Federal.
Así como por el correo electrónico:
codhem_provictima@prodigy.net.mx .  Además
de presentarlas de manera personal, por fax y por
correo postal en las oficinas de la Comisión de
Derechos Humanos o bien, a través de la Visitaduría
Itinerante.

8. CONCLUSIONES

No obstante que aún son pocos los derechos de
las víctimas reconocidos en el derecho jurídico
mexicano, los que se encuentran consagrados en
nuestra Carta Magna, no se cumplen cabalmente,
ya que no existe una política pública de
colaboración institucional uniforme y coordinada,
entre los diversos órdenes de gobierno, que
permita el impulso de acciones integrales y firmes
a fin de procurar que los derechos de las víctimas
queden garantizados con eficiencia.

Por otra parte, es fundamental que exista personal
especializado en atención Victimológica en las
instituciones de procuración y administración de
justicia.

Aunado a lo anterior, debe haber una reforma penal
sustantiva acompañada  de una procesal que
permita rápida y eficazmente la solución a los

23 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Quinta Edición,
2002.
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problemas jurídicos de las víctimas como: la
reparación del daño, no ejercicio de la acción penal,
solicitar las medidas y providencias que prevea la
ley para su seguridad y auxilio, etc.

Por otra parte, es obvio que se están creando en
las Comisiones de Derechos Humanos áreas
especializadas para la atención a víctimas del delito
ante la incapacidad de las procuradurías de justicia,
ya sea por falta de presupuesto, por carga de
trabajo, por insensibilidad de sus servidores
públicos, etc., aunado al hecho de que la víctima u
ofendidos del delito, no identifican a las instituciones
de procuración y administración de justicia como
los defensores de sus derechos, ya que en algunas
ocasiones sus servidores públicos son las que se
los han vuelto a vulnerar, es decir, los
sobrevictimizan.
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